
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 4°. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO JUAN ISRAEL RAMOS 

RUIZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

El suscrito, Juan Israel Ramos Ruiz, diputado federal, integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento de 

Regeneración Nacional en la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, 

numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados somete a consideración del pleno la 

siguiente iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforma el artículo 4o., párrafo VI, de la Constitución 

de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente. 

Exposición de Motivos 

El Estado mexicano se construye y se consolida a través del fortalecimiento de su andamiaje jurídico para que 

garantice el pleno ejercicio de los derechos de los mexicanos. 

Si precisamos en nuestras leyes el ejercicio pleno de estos derechos entonces avanzamos hacia la construcción 

de una sociedad con un estado democrático de derecho que atiende aspiraciones de nuestra sociedad de equidad, 

justicia y paz. 

El derecho humano al agua está reconocido en el orden jurídico internacional y en la Constitución de los 

Estados Unidos Mexicanos que en el artículo primero párrafos del I al III dice lo siguiente. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Título Primero 

Capítulo IDe los derechos humanos y sus garantías 

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos 

reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, 

así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los 

casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los 

tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger 

y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 

indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar 

las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos adoptada y proclamada por la Asamblea General en su 

resolución 217 A (III), de 10 de diciembre de 1948 en su preámbulo párrafos I, II, III, V, VI y VII, así como 

en el artículo 22 establecen lo siguiente. 

Preámbulo 



 

 
 

Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la 

dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana, 

Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han originado actos de 

barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad; y que se ha proclamado, como la aspiración más 

elevada del hombre, el advenimiento de un mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la 

miseria, disfruten de la libertad de palabra y de la libertad de creencias, 

Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de Derecho, a fin de que el 

hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión, 

IV. ... 

Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los derechos 

fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de 

hombres y mujeres; y se han declarado resueltos a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida 

dentro de un concepto más amplio de la libertad, 

Considerando que los Estados miembros se han comprometido a asegurar, en cooperación con la 

Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y efectivo a los derechos y libertades 

fundamentales del hombre, y 

Considerando que una concepción común de estos derechos y libertades es de la mayor importancia para el 

pleno cumplimiento de dicho compromiso, 

La Asamblea General proclama la presente 

Declaración Universal de Derechos Humanos como ideal común por el que todos los pueblos y naciones 

deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en 

ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, 

por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y 

efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados miembros como entre los de los territorios colocados bajo su 

jurisdicción. 

Artículo 22. Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, 

mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos 

de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su 

dignidad y al libre desarrollo de su personalidad. 

La Organización de las Naciones Unidas reconoció el derecho humano al agua el 28 de julio de 2010. 

En la Resolución 64/292, la Asamblea General de las Naciones Unidas reconoció explícitamente el derecho 

humano al agua y al saneamiento, reafirmando que un agua potable limpia y el saneamiento son esenciales para 

la realización de todos los derechos humanos. La Resolución exhorta a los Estados y organizaciones 

internacionales a proporcionar recursos financieros, a propiciar la capacitación y la transferencia de tecnología 

para ayudar a los países, en particular a los países en vías de desarrollo, a proporcionar un suministro de agua 

potable y saneamiento saludable, limpio, accesible y asequible para todos. 



 

 
 

El derecho humano al agua es uno de los derechos fundamentales de los mexicanos porque su pleno ejercicio 

permite y posibilita el desarrollo de sus potencialidades y el acceso a una vida de calidad. 

Es decir el agua es vida y si el derecho a este vital liquido se restringe o de plano se anula por cuestiones 

económicas, malas decisiones de los servidores públicos o por corrupción, se atenta a la existencia de las 

personas, lo cual esto no se puede permitir bajo ninguna circunstancia. 

Hoy las estadísticas y la realidad de nuestro país, manifiestan y evidencian las enormes carencias de agua en las 

que viven importantes sectores de la población por esas decisiones malas e intereses particulares por que se 

realizan apoyándose en muchas ocasiones en la falta de precisión de nuestra ley. 

Los diputados federales, somos los representantes del pueblo en la Cámara de Diputados y tenemos la 

obligación de defender y atender sus intereses de alcanzar un mejor bienestar y avanzar en la construcción de un 

país mejor para todos. 

Una de nuestras funciones es el de crear, modificar, adicionar o derogar leyes y adecuarlas a las necesidades de 

la población, para tener un andamiaje jurídico más justo. 

Si incorporamos al artículo 4o. constitucional la precisión de este derecho humano al agua estamos habilitando 

al estado para que tome decisiones de acuerdo a este mandato constitucional. 

Por lo expuesto, propongo ante el pleno de este órgano legislativo la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma y adiciona el artículo 4o., párrafo VI, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos 

Artículo Único. Se reforma y adiciona al artículo 4o., párrafo VI, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos para quedar como sigue. 

Artículo 4o. ... 

I. a V. ... 

VI. Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y 

doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho humano y 

la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos 

hídricos, estableciendo la participación de la federación, las entidades federativas y los municipios, así como 

la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines. 

Transitorio 

Único. El presente proyecto de decreto entrara en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación, una vez que haya concluido el procedimiento previsto por el artículo 135 constitucional. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 13 de septiembre de 2018. 

Diputado Juan Israel Ramos Ruiz (rúbrica) 

 


